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PROCEDIMIENTO ESPECIAL SANCIONADOR.

EXPEDIENTE: TEEA-PES-001/2023.

DENUNCIANTE: ELIMINADO: DATO PERSONAL CONFIDENCIAL.[footnoteRef:1] [1:  Testado por contener datos personales que hacen a personas físicas identificables, por lo que se apreciará la leyenda: ELIMINADO: DATO PERSONAL CONFIDENCIAL; con fundamento en los artículos 23, 68, fracción VI y 116, de la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública; así como el 3, fracción IX y 31, de la Ley General de Protección de Datos Personales en Posesión de Sujetos Obligados.] 


DENUNCIADO: FERNANDO ALFÉREZ BARBOSA.

MAGISTRADA PONENTE: LAURA HORTENSIA LLAMAS HERNÁNDEZ.
SECRETARIA DE ESTUDIO[footnoteRef:2]: GUADALUPE JOCELYN MARTÍNEZ TAVAREZ. [2:  Encargada de despacho de la secretaría de estudio de la ponencia II.] 

COLABORÓ: IVONNE AZUCENA ZAVALA SOTO.


Aguascalientes, Aguascalientes, a 5 de abril de 2023.
Sentencia definitiva del Tribunal Electoral que determina la inexistencia de la infracción de vpg atribuida al ciudadano Fernando Alférez Barbosa; ello, porque este órgano jurisdiccional considera que, a partir de un análisis contextual del estudio de los hechos denunciados a través de la metodología propuesta por la Sala Monterrey, se observó que, al momento en el que se emitieron las expresiones cuestionadas, la quejosa no se encontraba en el ejercicio de algún derecho político-electoral o bien, ostentando algún cargo público de naturaleza electoral, de ahí que no se logró acreditar que las expresiones pudiesen generar una afectación a alguna prerrogativa de tal carácter, lo cual, resulta ser un requisito esencial para que este órgano jurisdiccional pueda entrar al estudio de la infracción de violencia política en razón de género. 
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I. Contexto del caso.[footnoteRef:3]  [3:  Todas las fechas corresponden al 2023, salvo precisión en contrario.] 


1. Proceso electoral.  El 7 de octubre de 2021, inició el proceso electoral local para renovar la gubernatura del estado de Aguascalientes, y su respectiva jornada electoral se celebró el 5 de junio de 2022.[footnoteRef:4]  [4:  Precampaña: Del 2 de enero al 10 de febrero; Intercampaña: Del 11 de febrero al 2 de abril; Campaña: Del 3 de abril al 1 de junio; Veda Electoral: Tres días antes de la Jornada Electoral; Jornada Electoral: El 5 de junio.] 


2. Incidente de incumplimiento Eliminado: dato personal confidencial. El 8 de marzo, la ciudadana Eliminado: dato personal confidencial, presentó ante este órgano jurisdiccional un incidente de incumplimiento de la sentencia Eliminado: dato personal confidencial, misma que declaró la comisión de vpg en su perjuicio, atribuida al denunciado Fernando Alférez Barbosa. 

Lo anterior lo sustenta en que el 19 de julio de 2022, este recurrió en la emisión de expresiones que la denigran como mujer, lo cual inobserva lo ordenado en la sentencia señalada en cuanto a que este debía abstenerse de realizar acciones que de manera directa o indirecta tuvieran por objeto o resultado intimidarla, molestarla o causarle un daño o perjuicio. 

El 16 de marzo, este Tribunal Electoral declaró infundado el incidente en comento, en atención a que el 27 de mayo de 2022, se declaró el cumplimiento de la sentencia de mérito. Asimismo, a fin de salvaguardar los derechos de la denunciante, ordenó dar vista al Instituto Local a fin de que se instaurara el procedimiento especial sancionador que corresponde. 

3. [bookmark: _heading=h.gjdgxs]Radicación y admisión de la denuncia, y audiencia de pruebas y alegatos eliminado: dato personal confidencial. El 17 siguiente, la Secretaría Ejecutiva integró el expediente y, a su vez, radicó los hechos denunciados dentro del incidente de incumplimiento bajo la vía del procedimiento especial sancionador y le asignó el número de expediente eliminado: dato personal confidencial. Posteriormente, admitió la denuncia y, el 24 de marzo, celebró la audiencia de pruebas y alegatos. 

El 27 consecuente, la Secretaría Ejecutiva rindió el informe circunstanciado y remitió el expediente a este Tribunal Electoral. 

4. Recepción y turno (TEEA-PES-001/2023). El mismo día, el Magistrado Presidente ordenó el registro del asunto con el número de expediente TEEA-PES-001/2023 y lo turnó a la Ponencia de la Magistrada Laura Hortensia Llamas Hernández. 

[bookmark: _Hlk131510718]II. Competencia. Este Tribunal Electoral es competente para resolver el presente procedimiento especial sancionador, ya que se denuncia la probable comisión de vpg en perjuicio de la ciudadana eliminado: dato personal confidencial, ex candidata de eliminado: dato personal confidencial, atribuible al denunciado Fernando Alférez Barbosa, quien se ostenta como Secretario de Educación, Formación y Capacitación Política de Morena en el estado. Esto, de conformidad con los artículos 252, fracción II, 268, fracción IV, 274 y 275 del Código Electoral.

III. Personería. La autoridad instructora tuvo por acreditada la personería de la quejosa y de la parte denunciada.

[bookmark: _heading=h.cw3rqad9bpj1]IV. Estudio de fondo

1. Hechos denunciados. La quejosa considera que las expresiones emitidas por el ciudadano Fernando Alférez Barbosa, en el curso de una reunión celebrada el 19 de julio de 2022 entre la militancia del partido político Morena, constituyeron vpg en su perjuicio, al estimar que tales manifestaciones la colocan en estado de inferioridad y subordinación frente a actores políticos hombres, por el hecho de ser mujer, y además su mensaje estuvo dirigido a humillarla y discriminarla basado en estereotipos de género. 

Las expresiones cuestionadas son las siguientes:

“...¿qué está haciendo el Gobierno Federal ante una situación grave que se vivió en Aguascalientes después del cinco de junio? La Fiscalía Especializada en Delitos Electorales, muy comprometida con su trabajo, me acaba de fincar un delito y me han vinculado a proceso por señalar que la candidata de eliminado: dato personal confidencial, que ya sabemos a qué intereses obedece, Pedro Haces y compinches, fui vinculado a proceso por haber dicho que era la ahijada de Ricardo Monreal. Me sometí a este nuevo sistema penal acusatorio, vincularme a proceso es como un vaso de agua, a nadie se le niega, sin embargo, hay cosas más graves en manos de la Fiscalía Especializada como la violencia generalizada en cada uno de los municipios después de cinco de junio…”

2. Defensa de Fernando Alférez Barbosa. 

· Acepta su asistencia al evento, sin embargo, considera que debe analizarse el contexto en que se emitió su participación, ya que no encuentra dirigida a lesionar la dignidad de la denunciante ya que, sólo puso en contexto la situación jurídica en la que él se encontraba. Esto es, afirma que sólo hizo una referencia a un hecho, cuya expresión no transgrede los derechos de la denunciante. 
· Considera que, al momento en que se emitieron las expresiones denunciadas, la quejosa no se encontraba en el ejercicio de algún derecho político-electoral, por lo cual, no existe una afectación a los mismos y, por tanto, tampoco puede acreditarse la infracción denunciada.
· Asegura que sus dichos fueron a consecuencia de una pregunta formulada al Secretario de Gobernación, por tanto, su emisión fue en ejercicio de su libertad de expresión, en la que sólo contextualizó su estatus jurídico personal, así como del estado en general. 
· Estima que debe privilegiarse la inviolabilidad de las comunicaciones privadas porque la prueba sustentada en la videograbación es ilegal ya que, a su dicho, el evento celebrado tuvo el carácter de privado y él no dio su consentimiento para ser grabado y difundido.  

3. Descripción de los medios de prueba. Como se advierte, de la audiencia de pruebas y alegatos, a las partes les fueron admitidas y desahogadas las siguientes probanzas: 

3.1. De las pruebas aportadas por la parte denunciante:
	#
	Prueba
	Consistente en

	1
	Documental pública
	Copia simple de las actuaciones que obran en la carpeta digital eliminado: dato personal confidencial, del índice del Juzgado de Control y Juicio Oral Penal del Primer Partido Judicial. 

	2
	Documental pública
	Copia certificada del oficio eliminado: dato personal confidencial que suscribe el titular de la Unidad Estatal de Medidas Cautelares y Salidas Alternas, adscrito a la Secretaría de Seguridad Pública del Estado, y en el CD que se anexa al mismo.

	3
	Documental pública
	Copia autentificada del escrito en que Fernando Alférez Barbosa contesta las imputaciones que le fueron formuladas dentro del expediente eliminado: dato personal confidencial.

	4
	Documental pública
	Copia autentificada del escrito que rindió el Delegado en funciones de Presidente del Comité Ejecutivo de Morena, respecto al cargo que desempeñaba el denunciado. 

	5
	Documental pública
	Copia autentificada de la sentencia recaída en el expediente eliminado: dato personal confidencial.

	6
	Presuncional legal y humana
	Todo lo que por su contenido y alcance favorezca a sus intereses.

	7
	Instrumental de actuaciones 
	Todo lo que por su contenido y alcance favorezca a sus intereses.



3.2. De las pruebas aportadas la parte denunciada:

	#
	Prueba
	Consistente en

	1
	Presuncional legal y humana
	Todo lo que por su contenido y alcance favorezca a sus intereses.

	2
	Instrumental de actuaciones
	Todo lo que por su contenido y alcance favorezca a sus intereses.

	3
	Documental privada
	Documento emitido por el Comité Ejecutivo Nacional de Morena, de fecha 7 de septiembre de 2022 en el que se consigna que el ciudadano Fernando Alferez Barbosa, fue electo como Secretario de Educación, Formación y Capacitación Política de Morena en el estado de Aguascalientes.  

	4
	Documental pública
	Copia certificada del acuerdo plenario sobre cumplimiento de sentencia dictado dentro del expediente eliminado: dato personal confidencial.




3.3. Valoración de pruebas. Las pruebas antes descritas, fueron valoradas conforme a las reglas previstas en el Código Electoral.[footnoteRef:5] [5:  Las documentales privadas, técnicas, periciales, e instrumental de actuaciones, así como aquellas en las que un fedatario haga constar las declaraciones de alguna persona debidamente identificada, sólo harán prueba plena cuando a juicio del órgano competente para resolver, generen convicción sobre la veracidad de los hechos alegados, al concatenarse con los demás elementos que obren en el expediente, las afirmaciones de las partes, la verdad conocida y el recto raciocinio de la relación que guardan entre sí.] 


3.4. Pruebas consideradas ilícitas. La autoridad administrativa tuvo por admitida la probanza aportada por la denunciante, consistente en la copia certificada del oficio eliminado: dato personal confidencial que suscribe el titular de la Unidad Estatal de Medidas Cautelares y Salidas Alternas, adscrito a la Secretaría de Seguridad Pública del Estado, y el CD que se anexa al mismo. Este último contiene una videograbación en la que se captura el momento en el que el denunciado emite las expresiones motivo de análisis, en el curso de una reunión privada entre la militancia de Morena.
Al respecto, se debe tener presente que el artículo 16 de la Constitución General, establece que las comunicaciones privadas[footnoteRef:6] son inviolables y que la Ley en la materia, sancionará cualquier acto que atenta contra la libertad y privacía de estas, excepto cuando sean aportadas de forma voluntaria por alguna persona que participe en ellas. Asimismo, dispone que la autoridad juzgadora en ningún caso admitirá las comunicaciones que violen el deber de confidencialidad que establece la ley.  [6:  Cualquiera que sea la forma en que tal comunicación se dé, esto de acuerdo a la tesis con número de registro digital 161340, de rubro: DERECHO A LA INVIOLABILIDAD DE LAS COMUNICACIONES PRIVADAS. MEDIOS A TRAVÉS DE LOS CUALES SE REALIZA LA COMUNICACIÓN OBJETO DE PROTECCIÓN.] 

Asimismo, la jurisprudencia 10/2012 del TEPJF,[footnoteRef:7] advierte que el resultado de cualquier intervención de comunicación privada que no cumpla con los requisitos legales aplicables, carecerán de valor probatorio, ello a fin de salvaguardar el derecho fundamental a la inviolabilidad de las comunicaciones de tal carácter.  [7:  De rubro: “GRABACIÓN DE COMUNICACIONES PRIVADAS. CARECE DE VALOR PROBATORIO EN MATERIA ELECTORAL”, visible en la Gaceta de Jurisprudencia y Tesis en materia electoral del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación, año 5, número 10, 2012, páginas 23 y 24.] 

En el caso, si bien la autoridad administrativa tuvo como admitida la probanza señalada, lo cierto es que esta consta de dos instrumentos, por un lado, el oficio de la Secretaría de Seguridad Pública del Estado y por otro, el CD en el que consta la grabación descrita. Por tanto, del análisis individual efectuado por esta autoridad jurisdiccional, se advierte que el segundo elemento probatorio no cumple con los requisitos legales en la materia. 
Ello es así, ya que es criterio de la SCJN, que para que las pruebas obtenidas de una comunicación puedan considerarse lícitas, tienen que cumplir alguno de los requisitos siguientes: a) ser aportadas por alguno de los participantes en ella, b) contar con una orden judicial; o c) que uno de los intervinientes dé su consentimiento para que un tercero conozca su contenido y, por tanto, pueda usarse como prueba en juicio[footnoteRef:8]. [8:  Véase la tesis aislada con número de registro digital: 2013199, de rubro: COMUNICACIONES PRIVADAS. EL HECHO DE QUE UNO DE LOS PARTICIPANTES DÉ SU CONSENTIMIENTO PARA QUE UN TERCERO PUEDA CONOCER SU CONTENIDO, NO IMPLICA UNA TRANSGRESIÓN AL DERECHO FUNDAMENTAL A SU INVIOLABILIDAD.] 

En ese sentido, en el caso, se estima que no se cumple con tales supuestos, ya que de acuerdo a las constancias que obran en el expediente, se observa lo siguiente: i) que la parte denunciante no se encontraba en el evento en cuestión y, por tanto, tiene el carácter de tercero ajeno a la comunicación, ii) como lo ha establecido la SCJN, las autorizaciones de intervenciones, únicamente podrán otorgarse por la autoridad judicial federal, no obstante, tales autorizaciones no pueden autorizarse en materia electoral y, iii) la parte denunciante no exhibe constancia alguna sobre la forma en la que se allegó de dicho material, y tampoco existe constancia en la que se advierta que la persona que lo grabó hubiese otorgado su consentimiento para que este fuera exhibido como prueba en el presente procedimiento.
De ahí que, al no contar con las probanzas suficientes para determinar que la prueba fue obtenida de manera lícita y, a su vez, que la parte denunciada objetara dicha prueba al no haber autorizado su videograbación, se estima que la misma no puede tomarse en cuenta para la resolución del presente asunto, ello con la finalidad de garantizar el derecho al debido proceso de la parte denunciada.[footnoteRef:9]  [9:  Véase la jurisprudencia 139/2011 de la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, de rubro: “PRUEBA ILICITA. EL DERECHO A UN DEBIDO PROCESO COMPRENDE EL DERECHO A NO SER JUZGADO A PARTIR DE PRUEBAS OBTENIDAS AL MARGEN DE LAS EXIGENCIAS CONSTITUCIONALES Y LEGALES” y la tesis CXCV/2013 de la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, de rubro: “PRUEBA ILÍCITA. EL DERECHO FUNDAMENTAL DE SU PROHIBICIÓN O EXCLUSIÓN DEL PROCESO ESTÁ CONTENIDO IMPLÍCITAMENTE EN LOS ARTÍCULOS 14, 16, 17, Y 20, APARTADO A, FRACCIÓN IX, Y 102, APARTADO A, PÁRRAFO SEGUNDO, CONSTITUCIONALES, EN SU TEXTO ANTERIOR A LA REFORMA PUBLICADA EN EL DIARIO OFICIAL DE LA FEDERACIÓN EL 18 DE JUNIO DE 2008”.] 

4. Hechos acreditados. Los hechos relacionados con la controversia que han quedado acreditados conforme a la relación de las pruebas, son los siguientes:
· La calidad de la ciudadana eliminado: dato personal confidencial, como ex candidata de eliminado: dato personal confidencial.
· La calidad de Fernando Alférez Barbosa como militante y Secretario de Educación, Formación y Capacitación Política de Morena en el estado de Aguascalientes. 
· La celebración de la reunión privada llevada a cabo el 19 de julio de 2022 en la que participó el sujeto denunciado, así como la existencia de las expresiones emitidas por el denunciado en el curso de esta, las cuales, a juicio de la quejosa, constituyen vpg en su perjuicio. 

Ello, en virtud de que si bien, tal y como se abordó en el apartado 3.4, la prueba consistente en la videograbación en la cual el denunciado manifestó las frases cuestionadas, se determinó ilegal; lo cierto es que en el expediente obran demás constancias -tales como el dicho de la denunciante y el escrito de alegatos del denunciado en el cual no niega haber manifestado tales expresiones- es que este Tribunal Electoral, bajo el deber de juzgar con perspectiva de género y no imponer cargas excesivas a la quejosa, arriba a la conclusión de que tales documentales generan convicción sobre la existencia del mismo, de ahí que se estime como un hecho acreditado.

V. Cuestión previa. Causal de improcedencia

En el caso, la parte denunciada señala que el presente asunto es improcedente al no encontrarse en los supuestos previstos por el Código Electoral para la instauración de un procedimiento especial sancionador, ello al considerar que el hecho de que se denuncie una conducta que se cometió fuera del proceso electoral, implica que la presente queja deba desecharse.

Al respecto, este Tribunal Electoral estima que no le asiste la razón a la parte denunciante en cuanto a la excepción de procedencia que hace valer, esto se considera así, ya que a partir de la reforma electoral del 13 de abril de 2020, se estableció que el procedimiento especial sancionador es la vía procesal idónea para conocer sobre la denuncia de hechos constitutivos de violencia política en contra de las mujeres por razón de género, tal y como se estipuló a nivel federal en la Ley General de Instituciones y Procedimientos Electorales. 

Ahora bien, en uno de los transitorios de tal cuerpo normativo, se vinculó a los organismos públicos locales para que estos sustancien las denuncias de vpg a través de dicha vía; esto, ya que, en atención la naturaleza de la infracción, su estudio y resolución ameritan un tratamiento expedito, situación que sólo puede acontecer mediante tal procedimiento. Esta postura es acorde, a su vez, con los criterios sostenidos por la Sala Superior.[footnoteRef:10] [10:  Véase el asunto SUP-CDC-6/2021.] 


VI. Análisis de fondo

· Planteamiento de la controversia. De conformidad con lo expuesto, este Tribunal Electoral considera que la controversia a definir consiste en determinar lo siguiente: 

i) ¿Si el contenido de las expresiones emitidas por el denunciado en el curso de un evento partidista celebrado cuarenta y cuatro días posteriores a la jornada electoral, generan una afectación a los derechos político-electorales de la quejosa, en su carácter de ex candidata a eliminado: dato personal confidencial?

[bookmark: _heading=h.vkhytvqbdg71]Apartado I. Decisión. Este Tribunal Electoral estima que debe declararse la inexistencia de la infracción de vpg atribuida al ciudadano Fernando Alférez Barbosa; ello, en virtud de que -sin prejuzgar sobre el fondo del asunto-, del estudio de los hechos denunciados a través de la metodología propuesta por la Sala Monterrey, se determinó que, al momento en el que se emitieron las expresiones cuestionadas, la quejosa no se encontraba en el ejercicio de algún derecho político-electoral o bien, ostentando algún cargo público de naturaleza electoral, de ahí que no se logró acreditar que las expresiones hubiesen generado una afectación a alguna prerrogativa de tal carácter, lo cual, resulta ser un requisito esencial para que este órgano jurisdiccional pueda entrar al estudio de la infracción de violencia política en razón de género. 

Aparatado II. Desarrollo y justificación de la decisión 

1.  Marco normativo 
1.1. Marco normativo de violencia política contra las mujeres en razón de género 
A partir de la reciente reforma del trece de abril de dos mil veinte en materia de vpg, se estableció, entre otras cuestiones, que la violencia política contra la mujer es cualquier acción u omisión que se base en elementos de género y que tenga como objeto limitar, anular o menoscabar el ejercicio pleno de los derechos políticos y electorales de las mujeres.[footnoteRef:11] [11:  Artículo 20 Bis, de la LGAMVLV.] 

Así, la línea jurisprudencial que ha emitido la Sala Superior establece que en los casos en los que se alegue vpg y, por tratarse de un problema de orden público, las autoridades electorales deben realizar un análisis de todos los hechos y agravios que expongan las partes con el propósito de hacer efectivo el acceso a la justicia.[footnoteRef:12] [12:  Jurisprudencia 48/2016, de rubro: “VIOLENCIA POLÍTICA POR RAZONES DE GÉNERO. LAS AUTORIDADES ELECTORALES ESTÁN OBLIGADAS A EVITAR LA AFECTACIÓN DE DERECHOS POLÍTICOS ELECTORALES”, visible en la Gaceta de Jurisprudencia y Tesis en materia electoral del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación, Año 9, Número 19, 2016, páginas 47, 48 y 49.] 

Ello impone la obligación hacia las instituciones para que identifiquen los casos en los que existan expresiones, actos o cualquier tipo de manifestación violenta, que ocasione un impacto diferenciado en las mujeres frente al que provoca en los hombres, causándoles afectación desproporcionada por su condición de mujer.
En el plano internacional, la Convención de Belém do Pará reconoce que la violencia contra las mujeres es una manifestación de las relaciones de poder que históricamente han sido desiguales entre mujeres y hombres y, por tanto, constituye una violación a los derechos humanos y una ofensa a la dignidad humana.
Por su parte, el artículo 1° de tal Convención indica que debe entenderse como violencia cualquier acción o conducta, basada en su género, que cause muerte, daño o sufrimiento físico, sexual o psicológico a la mujer, tanto en el ámbito público como en el privado.
A su vez, en su artículo 4° refiere que toda mujer tiene derecho al reconocimiento, goce, ejercicio y protección de todos los derechos humanos y a las libertades que prevén los instrumentos regionales e internacionales sobre derechos humanos, y en su inciso j), señala el derecho a tener igualdad de acceso a las funciones públicas de su país y a participar en los asuntos públicos incluyendo la toma de decisiones.
En mismo orden de ideas, la Ley Modelo Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra las Mujeres en la Vida Política, adopta el concepto amplio de vida pública y política, lo cual significa que la protección se extienda a todas las mujeres que participan en los espacios de la vida pública y a todas las instituciones del Estado, particularmente a los cargos de gobierno, desde el plano internacional al ámbito local; para asegurar condiciones igualitarias, libres de discriminación y violencia, en el ejercicio de los derechos políticos.
En dicha Ley Modelo, se establece que algunas manifestaciones o actos de esta violencia política contra la mujer constituye cualquier acción, conducta u omisión, realizada de forma directa o a través de terceros que, basada en su género, cause daño o sufrimiento a una o a varias mujeres, y que tenga por objeto o por resultado menoscabar o anular el reconocimiento, goce o ejercicio de sus derechos políticos.

En concordancia con la Ley Modelo, el Protocolo para la Atención de la Violencia Política Contra las Mujeres, sirve como guía en nuestra labor jurisdiccional, y tomando en cuenta que la política es un espacio de confrontación, debate y disenso, porque en ésta se presentan diferentes expresiones ideológicas, resulta que tanto hombres como mujeres se enfrentan a situaciones de conflicto y competencia fuerte, desinhibida y combativa y, por tanto, es una práctica constante que se estereotipe a la mujer.
Por su parte, los estereotipos de género son ideas preconcebidas y generalizadas sobre lo que son y deben hacer los hombres y las mujeres, en razón de sus diferentes funciones físicas, biológicas, sexuales y sociales, que tienen como base una sociedad que otorga la creencia que el género/sexo masculino tiene mayor jerarquía que el femenino, con lo cual se crea una relación de poder históricamente desigual. Tal idea, por sí misma, resulta nociva, sobre todo cuando niegan un derecho, imponen una carga, limitan la autonomía de las mujeres, así como la toma de decisiones acerca de sus proyectos de vida.
Por ello, el protocolo nos recuerda que tal violencia muchas veces se encuentra normalizada y, por tanto, invisibilizada y aceptada por consistir en prácticas tan comunes que ni siquiera se cuestionan, de ahí la importancia de que las autoridades electorales, en el ámbito de nuestras atribuciones, seamos altamente sensibles sobre el tema, a fin de que juzguemos con perspectiva de género los asuntos que involucran la posible comisión de vpg.
Siguiendo tal línea, la Declaración sobre la Violencia y el Acoso Político contra las Mujeres, parte de los Mecanismos de Seguimiento de la Convención de Belém do Pará, establece que la utilización de la violencia simbólica como instrumento de discusión política afecta gravemente al ejercicio de los derechos políticos de las mujeres; además, que la violencia y el acoso político contra las mujeres revisten particular gravedad cuando son perpetrados por autoridades públicas.
El artículo 20 Ter, de la LGAMVLV establece que la violencia política contra las mujeres puede suceder, entre otras conductas, por realizar cualquier expresión que denigre o descalifique a las mujeres en ejercicio de sus funciones políticas, con base en estereotipos de género, con el objetivo o el resultado de menoscabar su imagen pública o limitar o anular sus derechos.[footnoteRef:13]  [13:  Artículo 20 Ter.- La violencia política contra las mujeres puede expresarse, entre otras, a través de las siguientes conductas: [...]
IX. Difamar, calumniar, injuriar o realizar cualquier expresión que denigre o descalifique a las mujeres en ejercicio de sus funciones políticas, con base en estereotipos de género, con el objetivo o el resultado de menoscabar su imagen pública o limitar o anular sus derechos;  [...]] 

Por otra parte, a fin de que la autoridad jurisdiccional realice tal análisis, el artículo 2°, fracción XVII, del Código Electoral establece la definición de la infracción relativa a la vpg y, a su vez, señala los elementos que condicionan la actualización o no, de tal infracción electoral.[footnoteRef:14] Asimismo, tal fracción remite a la Ley de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia para el Estado de Aguascalientes, con el propósito de definir los tipos de violencia que reconoce la normativa local y quienes son los sujetos destinatarios de la norma. [14:  Artículo 2°.- Para efectos de este Código se entiende por: [...]
XVII. Violencia Política contra las Mujeres en razón de Género: Es toda acción u omisión, incluida la tolerancia, basada en elementos de género y ejercida dentro de la esfera pública o privada, que tenga por objeto o resultado limitar, anular o menoscabar el ejercicio efectivo de los derechos políticos y electorales de las mujeres, el acceso al pleno ejercicio de las atribuciones inherentes a su cargo, labor o actividad, el libre desarrollo de la función pública, la toma de decisiones, la libertad de organización, así como el acceso y ejercicio a las prerrogativas, tratándose de precandidaturas, candidaturas y funciones para cargos públicos del mismo tipo. [...]] 

No obstante, es importante señalar que las Salas del TEPJF, han considerado que si bien la previsión del cuerpo normativo se realiza para describir conductas que, de concurrir con elementos de género, pueden constituir vpg, lo cierto es que no se debe ignorar que el núcleo de la definición descansa en la violación a un derecho político-electoral.[footnoteRef:15] [15:  Véase asuntos SUP-JDC-10112/2020, SUP-JDC-608/2022 y SM-JE-109/2021.] 


1.1.1. Metodología de análisis para estudiar la vulneración a derechos político-electorales con elementos de vpg
La Sala Regional Monterrey,[footnoteRef:16] ha definido una metodología de análisis para los casos en los cuales las y los juzgadores deban conocer sobre la transgresión a derechos político-electorales con elementos de vpg, a fin de estar en posibilidad de calificar con precisión la conducta denunciada. Tal nivel de estudio debe realizarse conforme a lo siguiente:  [16:  Véase juicios SM-JE-109/2021 y SM-JE-47/2020.] 

i) En primer lugar, corresponde estudiar las conductas denunciadas de forma individual, a fin de determinar su naturaleza y sus características específicas. Ello permitirá identificar si alguno de los hechos o actos denunciados es susceptible de afectar un derecho político-electoral, ello sin prejuzgar de fondo sobre la posible existencia de la violación. 

ii) Enseguida, se debe estudiar si las conductas denunciadas encuadran -de forma individual- en algún supuesto de vpg, y en su caso, un análisis en conjunto de los tipos, para que, bajo una perspectiva sensible, se esté en aptitud de advertir mayores elementos para estimar una sistematicidad o continuidad de actos que configuren una vulneración a los derechos político-electorales en juego. 

iii) Ahora bien, de tener por acreditada una violación a un derecho político-electoral, se debe seguir un análisis sobre la actualización de vpg, conforme a los tipos descritos en las respectivas leyes. De lo anterior, pueden derivarse dos escenarios: a) que la conducta encuadre con algún supuesto expreso de vpg, o, b) que la conducta no esté descrita en los tipos, para lo cual someterse al test de la jurisprudencia 21/2018 para determinar si los hechos deben ser calificados como vpg.  

iv) Aún bajo el primer supuesto descrito, se procede a analizar cada uno de los elementos de los que dispuso la Sala Superior en el referido criterio: 

a) Sucede en el marco del ejercicio de derechos político-electorales o bien, en el ejercicio de un cargo público; b) Es perpetrado por el Estado o sus agentes, por superiores jerárquicos, colegas de trabajo, partidos políticos o representantes de los mismos; medios de comunicación y sus integrantes, un particular y/o un grupo de personas; c) es simbólico, verbal, patrimonial, económico, físico, sexual y/o psicológico; d) Tiene por objeto o resultado menoscabar o anular el reconocimiento, goce y/o ejercicio de los derechos político-electorales de las mujeres, y; e) Se basa en elementos de género, es decir: i. se dirige a una mujer por ser mujer, ii. tiene un impacto diferenciado en las mujeres y, iii. afecta desproporcionadamente a las mujeres.[footnoteRef:17] [17:  Jurisprudencia 21/2018, de rubro: “VIOLENCIA POLÍTICA DE GÉNERO. ELEMENTOS QUE LA ACTUALIZAN EN EL DEBATE PÚBLICO”, visible en la Gaceta de Jurisprudencia y Tesis en materia electoral del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación, Año 11, Número 22, 2018, páginas 21 y 22.] 


Con respecto al nivel de análisis indicado en el inciso c) de los anteriores, la Sala Superior[footnoteRef:18] propone una metodología de análisis del lenguaje -manifestado de forma escrita o verbal- a través del cual se pueda comprobar si las expresiones denunciadas incluyen estereotipos de género que configuren vpg.  [18:  Consúltese asunto SUP-REP-602/2022.] 


El estudio sugerido se realiza a partir de los siguientes parámetros: 
i) Se debe establecer el contexto en el que se emite el mensaje, es decir, cuáles son las condiciones generales en las que se realizó tal manifestación. 
ii) En seguida, se precisará la expresión objeto de análisis, transcribiendo de forma literal lo dicho. 
iii) Posteriormente, se señalará la semántica de las palabras, es decir, cuál es el significado que se le da a la expresión cuestionada. 
iv) A continuación, se deben definir los aspectos siguientes: a) el sentido de la expresión a partir de los usos, regionalismos y costumbres del lugar en el que se emitió y, b) el sentido que el interlocutor da la frase expresada, tomando en cuenta sus condiciones socioculturales. 
v) Finalmente, se verificará la intención en la emisión del mensaje, con el objetivo de esclarecer si tuvo el propósito de discriminar a las mujeres. 

Lo anterior, funge como una herramienta para las autoridades electorales que facilita la identificación de sesgos culturales en las personas y/o el uso incorrecto del lenguaje, lo que permite que verifiquen si las expresiones asignan atributos, características o funciones determinadas, por la pertenencia al género femenino, mediante las cuales logren una discriminación y, por tanto, una vulneración a sus derechos en el ámbito electoral. 

En conclusión, de lo expuesto, se estima que, la parte denunciante deben estar ante el ejercicio de un derecho político-electoral, para que las autoridades electorales puedan analizar la infracción de violencia política de género en perjuicio de las mujeres.
1.1.2. Del deber de las autoridades de actuar con perspectiva de género
Tanto la Sala Superior como la SCJN[footnoteRef:19], han sostenido que, en atención a las obligaciones constitucionales y convencionales en materia de derechos humanos y, concretamente, del derecho de las mujeres a vivir una vida libre de violencia, cuando se denuncie la posible actualización de vpg, los casos deben analizarse con perspectiva de género. [19:  Tesis 1a. XXVII/2017 (10a.), de rubro “JUZGAR CON PERSPECTIVA DE GÉNERO. CONCEPTO, APLICABILIDAD Y METODOLOGÍA PARA CUMPLIR DICHA OBLIGACIÓN”, visible en en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 29, Tomo II, año 2016, página 836.
Tesis 1ª. CLX/2015 (10a.) de rubro “DERECHO DE LA MUJER A UNA VIDA LIBRE DE DISCRIMINACIÓN Y VIOLENCIA. LAS AUTORIDADES SE ENCUENTRAN OBLIGADAS A ADOPTAR MEDIDAS INTEGRALES CON PERSPECTIVA DE GÉNERO PARA CUMPLIR CON LA DEBIDA DILIGENCIA EN SU ACTUACIÓN”, visible en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Libro 18, año 2015, Tomo I , página 431.] 

Ello, con el objetivo de interpretar los hechos denunciados de forma crítica y minuciosa para identificar cualquier situación que pueda afectar de manera desproporcionada a personas pertenecientes a las denominadas categorías sospechosas. 
De ahí que, los asuntos que involucran vpg ameritan un deber reforzado para actuar con la debida diligencia, estudiando de manera íntegra todos los hechos y elementos que se adviertan del expediente, para estar en posibilidad de determinar qué ocurrió y cómo impactó a la denunciante.
Así, los órganos jurisdiccionales tenemos el deber y la responsabilidad de actuar con una mayor diligencia y con enfoques interseccionales, que permitan visibilizar el contexto real de las situaciones que aparentemente puedan resultar neutrales, pues bajo tal enfoque pueden advertirse elementos y conductas discriminatorias, en atención a la normalización de la violencia.
2. Caso concreto
En el caso, eliminado. Dato personal confidencial, presentó un incidente de incumplimiento de la sentencia eliminado. Dato personal confidencial, misma que declaró la comisión de vpg en su perjuicio, atribuida al denunciando Fernando Alférez Barbosa. 

Lo anterior lo sustenta en que el 19 de julio de 2022, este recurrió en la emisión de expresiones que la denigran como mujer, lo cual inobserva lo ordenado en la sentencia señalada en cuanto a que este debía abstenerse de realizar acciones que de manera directa o indirecta tuvieran por objeto o resultado intimidarla, molestarla o causarle un daño o perjuicio. Las manifestaciones en comento son las siguientes: 

“¿qué está haciendo el Gobierno Federal ante una situación grave que se vivió en Aguascalientes después del cinco de junio? La Fiscalía Especializada en Delitos Electorales, muy comprometida con su trabajo, me acaba de fincar un delito y me han vinculado a proceso por señalar que la candidata de eliminado. Dato personal confidencial, que ya sabemos a qué intereses obedece, Pedro Haces y compinches, fui vinculado a proceso por haber dicho que era la ahijada de Ricardo Monreal. Me sometí a este nuevo sistema penal acusatorio, vincularme a proceso es como un vaso de agua, a nadie se le niega, sin embargo, hay cosas más graves en manos de la Fiscalía Especializada como la violencia generalizada en cada uno de los municipios después de cinco de junio…”

No obstante, este órgano jurisdiccional declaró infundado el incidente en comento, en atención a que el 27 de mayo de 2022, se declaró el cumplimiento de la sentencia de mérito. Asimismo, a fin de salvaguardar los derechos de la denunciante, ordenó dar vista al Instituto Local a fin de que se instaurara el presente procedimiento especial sancionador.

3. Valoración 

Este Tribunal Electoral considera que, del análisis de las expresiones que se cuestionan, se estima que estas no actualizan la infracción de vpg en perjuicio de la denunciante, ello porque, de un primer estudio se advierte que, al momento en que sucedió el hecho denunciado, la quejosa no se encontraba ejerciendo un derecho político-electoral o bien, de un cargo público, de ahí que se estime que en la presente controversia, no podría generarse una vulneración a alguna prerrogativa de carácter electoral, que faculte a este órgano jurisdiccional para entrar al estudio de la infracción en comento.
Lo anterior se considera así, ya que, tal y como se explicó en el marco normativo, la metodología para analizar los asuntos en los que se involucre la comisión de la infracción de vpg, propone que, en un primer análisis, se realice un estudio individualizado de las conductas que motivaron el procedimiento de mérito, para estar en posibilidad de determinar si a partir de la naturaleza y características de las mismas, se obstaculiza o lesiona algún derecho de carácter político-electoral y, que por ende, sea susceptible de conocerse por la vía electoral.
Es decir, que la normativa electoral señala como elemento necesario y punto de partida para que las autoridades jurisdiccionales puedan continuar con el análisis de la infracción de vpg, que la parte denunciante esté ante el ejercicio de alguna prerrogativa tutelada por la materia, pues sólo ante tal escenario podría configurarse una lesión a un derecho y, en su caso, la actualización de la infracción de violencia política.
En tal sentido, en cuanto a los hechos denunciados por la quejosa, esta autoridad jurisdiccional considera que, en el caso, es necesario analizar -previo a entrar al estudio del contenido de las expresiones- la temporalidad en la que surgieron los hechos denunciados y, por tanto, la calidad jurídica con la que comparece la parte denunciante.
Así, se tiene que, tal y como se establece en el apartado de antecedentes, la presente controversia tiene su origen en el Acuerdo Plenario que emitió este Tribunal Electoral, relativo al incidente de incumplimiento de sentencia que fue presentado por la parte denunciante ante este órgano jurisdiccional en el diverso expediente eliminado. Dato personal confidencial, en el que se declaró la comisión de vpg en su perjuicio, atribuida al ahora también denunciado Fernando Alférez Barbosa, ya que, a su consideración, incumplió lo ordenado por este Tribunal Local en el referido procedimiento, en virtud de que, el pasado 19 de julio de 2022, nuevamente emitió de expresiones que la denigran.  
Al respecto, esta autoridad jurisdiccional resolvió, en esencia, lo siguiente: i) declaró infundado el incidente y, ii) ordenó dar vista al Instituto Local para que iniciara oficiosamente el procedimiento especial sancionador por las expresiones denunciadas, a fin de salvaguardar los derechos de la denunciante. De ahí que, las conductas que ahora se señalan como constitutivas de vpg se tramitaron bajo un nuevo expediente.
Ahora bien, es preciso señalar que, si bien es cierto que las conductas que se estudiaron en el diverso eliminado. Dato personal confidencial tuvieron lugar dentro del proceso electoral 2021-2022, en el cual, la quejosa tenía la calidad de eliminado. Dato personal confidencial y, a su vez, que la presente denuncia se originó en virtud de lo ordenado por esta autoridad en el acuerdo plenario de cumplimiento de dicha sentencia, también lo es, que el asunto de mérito se trata de un acto novedoso que se instauró y sustanció bajo un nuevo procedimiento ante la autoridad administrativa, al que le fue asignado el número de expediente (eliminado. Dato personal confidencial), lo cual implica que este Tribunal debe juzgar la conducta, únicamente a partir de las constancias que obran en el presente expediente, pues, en todo caso, el antecedente apuntado sólo podrá tomarse en cuenta en el supuesto de que se analice la reincidencia de la conducta, a fin de no vulnerar el derecho al debido proceso de la parte denunciada.
Bajo tal premisa, este órgano jurisdiccional considera que, de las constancias que obran en el expediente, se advierte que la quejosa no adjunta documental alguna que demuestre que, al momento en el que la parte denunciada manifestó las expresiones que motivaron el presente asunto, esto es, el 19 de julio de 2022 -cuarenta y cuatro días posteriores a la celebración de la jornada electoral-, se encontraba en el ejercicio de algún derecho político-electoral o bien, de un cargo de elección popular, asimismo, de sus escritos de denuncia y de alegatos, tampoco se desprende que se esté ante la afectación de un derecho de naturaleza electoral, puesto que en sus alegatos únicamente menciona que comparece “con la personalidad que tiene reconocida en autos” esto es, refiriéndose a un diverso procedimiento especial sancionador que, como se adelantó, no puede tomarse en cuenta para convalidar requisitos en el presente asunto, al tratarse de un hecho, temporalidad y procedimiento distinto.
Pues, como se explicó, si bien, en un primer momento la quejosa compareció en su calidad de eliminado. Dato personal confidencial, lo cierto es que, en la temporalidad en la que tuvieron lugar los hechos que ahora se denuncian, ya se había celebrado la jornada electoral, misma que tuvo lugar el pasado 5 de junio de 2022, de ahí que, efectivamente, la quejosa ya no contaba con el carácter de eliminado. Dato personal confidencial, por lo que, no se demuestra de qué manera las conductas denunciadas pudiesen provocar una obstaculización, lesión o vulneración al derecho de la denunciante a votar o ser votada, de asociación, de afiliación o bien, de algún otro derecho fundamental vinculado con los mismos, como el de información, libertad de expresión, de petición, entre otros.
Ello, aun cuando de manera preliminar, de acuerdo a la naturaleza de las conductas -esto es, que las expresiones se emitieron en una reunión de carácter partidista en la cual se encontraban presentes diversos militantes de un instituto político y, a su vez, que la quejosa durante el proceso electoral 2021-2022 fungió como eliminado. Dato personal confidencial -, podría estimarse que sí encuadran en el ámbito electoral, lo cierto es que como ya se explicó, al realizar el análisis de la temporalidad y el contexto en el cual surgieron las mismas, no se logró acreditar que se estuviese en presencia del ejercicio de un derecho político-electoral, del ejercicio de un cargo de elección popular o de un cargo directamente relacionado con la materia electoral.
Lo anterior, como se demostró, resulta ser un requisito indispensable para poder estudiar y, en su caso, acreditar la infracción de vpg, pues tal y como se sostiene en el marco normativo, así como por los diversos criterios emitidos por el TEPJF, la violencia política contra las mujeres implica necesariamente que se esté ante los supuestos de un ejercicio de derechos político-electorales de las mujeres y, a partir de tal escenario, verificar si tales conductas generan alguna lesión a los mismos.[footnoteRef:20] [20:  Véase asuntos SUP-JDC-10112/2020, SUP-JDC-608/2022 y SM-JE-109/2021.] 

En consecuencia, al no haberse acreditado la afectación a una prerrogativa de carácter electoral, este Tribunal Electoral estima innecesario continuar con el análisis de fondo de las conductas cuestionadas, sin que ello implique una vulneración al principio de exhaustividad o al principio de acceso a la justicia, ya que, como se argumentó, tales hechos escapan del ámbito de actuación de esta autoridad. 
Esta postura es congruente con lo valorado por la Sala Superior y la Sala Regional Monterrey, al emitir los criterios SUP-REP-158/2020, SUP-REP-1/2022 y acumulado, SUP-JDC-10112/2020, SUP-JDC-608/2022, SM-JDC-46/2021 y SM-JE-109/2021, en los que se determina que para establecer la competencia específica de las autoridades para investigar y sancionar la vpg, obedecerá a la calificación que se realice en cada caso concreto a partir de las circunstancias particulares en las que se desarrolle el asunto.
Por lo expuesto y fundado.

VI. Se resuelve:

Único. Se declara la inexistencia de la infracción de violencia política en razón de género atribuida al sujeto denunciado.

Notifíquese. 

Así lo resolvió el Tribunal Electoral del Estado de Aguascalientes, por unanimidad de votos del Pleno de este órgano jurisdiccional, ante el Secretario General de Acuerdos en funciones, quien autoriza y da fe.
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